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Resumen: En este artículo se examina la crisis derivada de las sentencias de nulidad sobre el planea-
miento urbanístico desde la experiencia del Tribunal Supremo. Se comienza analizando cómo esta 
crisis jurídica viene determinada por la naturaleza de norma reglamentaria de los Planes Generales de 
Ordenación Urbana y, por una derivación anudada a ella: que la ilegalidad de las citadas normas regla-
mentarias no puede llevar otra consecuencia que la nulidad de pleno derecho de los planes. A conti-
nuación, se repasan algunas de las principales causas de dicha nulidad: causas que se pueden calificar 
como materiales (evaluación ambiental inexistente o deficiente, ausencia de recursos hídricos, infor-
mes preceptivos, etc.), y también aspectos formales (como defectos en los procesos de audiencia pú-
blica). Teniendo en cuenta la necesidad de aplicar el principio de proporcionalidad en el ámbito 
urbanístico, se recoge cómo muchos expertos de diversos ámbitos han considerado desproporcionada 
la consecuencia jurídica de la nulidad de pleno derecho del planeamiento. Para finalizar, se incluyen 
algunos avances jurisprudenciales donde se modula la nulidad, como el Plan General de Yaiza 
(Lanzarote), el Plan Especial de Control Urbanístico de Madrid o el Plan General de El Puerto de Santa 
María (Cádiz).
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1. La crisis jurídica del 
planeamiento urbanístico

1.1. El punto de partida: norma 
reglamentaria y nulidad de pleno 
derecho

La crisis jurídica del instrumento esencial del 
planeamiento urbanístico (el Plan General 
de Ordenación Urbana, PGOU) ha venido 

determinada por una afirmación inicial (que el 
PGOU, en el ámbito de las normas jurídicas, 
constituye una norma reglamentaria), y, por una 
derivación anudada a la anterior consideración 
jurídica (que la ilegalidad de la citada norma re-
glamentaria no puede llevar otra consecuencia 
que la nulidad de pleno derecho). 

Las consideraciones jurídicas llevadas a cabo, 
durante muchos años, tanto por la doctrina 
como por la jurisprudencia son suficientemente 
conocidas: Que la expresada calificación jurídi-
ca de los Planes Generales como disposiciones 
generales, o disposiciones de carácter general, 
implicaba, en caso de ilegalidad (bien por moti-
vos formales o materiales), la imposibilidad de 
subsanación o convalidación a posteriori de los 
mismos, por carecer las actuaciones posterio-
res de efectos retroactivos, tratándose, por otra 
parte, de una declaración que afectaba, por el 
carácter de la nulidad decretada, a la totalidad 
del mismo instrumento de planeamiento. 

En dos sentencias del Tribunal Supremo (SSTS) 
de 28 de septiembre de 2012 el Tribunal Supre-
mo se pronunció sobre estos efectos, en rela-
ción con Plan General de Ordenación Urbana 

de Madrid, ratificando una línea jurisprudencial 
que se expresaba, en los siguientes términos, 
en relación con las dos anteriores conclusiones:

“Ciertamente cuando se declara judicialmente 
la nulidad de unas concretas determinaciones 
del plan general, de algunas de sus normas, la 
aprobación posterior, en ejecución de senten-
cia, de una justificación, que pretende paliar esa 
ausencia de explicación en el procedimiento de 
elaboración de la disposición general, no puede 
considerarse que cumple y ejecuta la sentencia 
que declara la nulidad de una parte del plan ge-
neral. Así es, no se puede subsanar, enmendar, 
o convalidar el plan nulo. Tampoco pueden con-
servarse los acuerdos de aprobación definitiva y 
otros que se mantienen como si las determinacio-
nes del plan no hubieran sido declaradas nulas 
de pleno derecho. Y, en fin, no podemos conside-
rar que ese posterior complemento de la justifica-
ción para la reclasificación de los terrenos pueda 
tener un alcance retroactivo para intercalarse en 
el lugar, dentro del procedimiento administrativo, 
en el que debió haberse proporcionado.

(...) Pues bien, nuestro ordenamiento jurídico 
reserva para las disposiciones generales que 
hayan vulnerado la Constitución, las leyes u 
otras disposiciones administrativas de superior 
rango, la consecuencia más severa: la nulidad 
plena, ex artículo 62.2 de la Ley 30/1992. Y en el 
caso examinado basta la lectura de la Sentencia 
del Tribunal Superior y luego de este Tribunal 
Supremo para constatar que la nulidad se deriva 
de una flagrante infracción legal.

Este grado máximo de invalidez al que se some-
te a las disposiciones generales comporta que 
los efectos de la nulidad se producen “ex tunc”, 
desde el momento inicial y, por ello, no pue-
den ser posteriormente enmendados. Tampoco 
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advertimos razones para perfilar o ajustar tales 
efectos, pues la naturaleza del vicio de nulidad 
apreciado, la desclasificación de terrenos no ur-
banizables de especial protección que pasan a 
urbanizables sin justificación en la memoria, el 
menoscabo para los derechos de los ciudadanos 
ante la imposibilidad de cuestionar ese conteni-
do durante la sustanciación del procedimiento de 
elaboración de la norma, y fundamentalmente los 
siempre sensibles bienes ambientales concerni-
dos en ese cambio de la clase de suelo, avalan la 
improcedencia de modular el evidente y contun-
dente alcance de la nulidad plena”.

Muy expresivos fueron los términos de la poste-
rior STS de 18 de noviembre de 2015, en la que 
el Tribunal Supremo –ratificando las anteriores 
SSTS– insistió en esta doctrina, pese a las rei-
teradas críticas doctrinales:

“... reiterada jurisprudencia de esta Sala –así 
sentencias de 8 de abril y 21 de mayo de 2010 
y 15 de junio de 2012– que en esencia, decla-
raron que (1) los planes de urbanismo son dis-
posiciones de carácter general, esto es, son 
normas con rango reglamentario, de modo que 
no puede resultar de aplicación el artículo 67 de 
la Ley 30/1992, (2) los vicios de los que adolecen 
las disposiciones generales son vicios de nulidad 
plena, respecto de los cuales carece de funda-
mento la convalidación, (3) los vicios de invalidez 
en que pueden incurrir las disposiciones genera-
les son únicamente supuestos de nulidad plena, y 
(4) la nulidad de pleno derecho no admite conva-
lidación, pues no se trata de un simple supuesto 
de anulación sino de nulidad con efectos ex tunc. 
En definitiva, se trata de los efectos lógicos de la 
declaración de nulidad de pleno derecho de una 
disposición reglamentaria.” 

Esta línea jurisprudencial –como criterio ge-
neral– ha continuado hasta actuales pronun-
ciamientos del Tribunal Supremo; deben, no 
obstante, reconocerse la existencia de recien-
tes sentencias –fundamentalmente la STS 
569/2020, del 27 de mayo–, a las que luego se 
hará referencia, en las que la citada línea juris-
prudencial parece modularse o flexibilizarse. Es 
por ello, por lo que debe citarse la, posterior a 
esta, STS 1084/2021, de 22 de julio, en la que, 
sin perjuicio de plantearse la expresada posibi-
lidad de modulación de la doctrina de la nulidad 
de pleno derecho de los Planes Generales, sin 
embargo, ratifica la tradicional como línea juris-
prudencial principal: 

“(...) debe tenerse en cuenta que un Plan, por su 
propia exigencia conceptual, constituye un todo 
armónico que comporta una interconexión en sus 
previsiones, de forma tal que puede verse altera-
do en su conjunto de modificarse de manera par-
ticular en alguna de ellas. En efecto, la finalidad 

del planeamiento urbanístico es establecer una 
regulación puntual de todo el suelo existente en 
su ámbito territorial, regulación que debe integrar, 
con amplio grado de discrecionalidad, las exigen-
cias que se impone por la Legislación urbanística 
y de otra naturaleza que sea de aplicación. Ello 
comporta que las cargas y deberes que está en 
la base del planeamiento, y las determinaciones 
de las exigencias que impone toda una amplia 
normativa que protege los más variados elemen-
tos, algunos vitales, de la sociedad, que se ven 
afectados por el planeamiento, requiere esa ar-
monía que han de repartirse entre todo ese ám-
bito territorial, de tal forma que se produce una 
interconexión de esa determinaciones (zonas 
verdes, vías públicas, espacios libres, reservas 
de viviendas, edificabilidad general) en todo ese 
ámbito, debiendo imponer en todo ese territorio 
un reparto de tales exigencias, de tal forma que 
lo que se decida en un determinado sector o área 
delimitada en el Plan para su ordenación, debe 
estar en armonía con las restantes o, si se quie-
re, alteradas las determinaciones de una concre-
ta área o sector, se ven afectados los restantes 
que, en principio, pueden alterar las determina-
ciones establecidas inicialmente. De ahí que no 
cabe declarar la nulidad de una determinada área 
o sector porque afectaría a la armonía del Plan”.

La doctrina (González, 2019, pp. 115-118) ha sin-
tetizado estas líneas jurisprudenciales, debien-
do, por su claridad y precisión, dejar constancia 
de las denominadas “serie de singularidades” 
de la misma:

“a) Los planes (urbanísticos o territoriales) son 
normas de naturaleza reglamentaria. Esto es una 
idea ampliamente asentada, legal, doctrinalmen-
te y jurisprudencialmente. La sanción de nulidad, 
en cuanto tales, es siempre en grado máximo, es 
decir, nulidad absoluta o de pleno derecho. Esa 
nulidad puede ponerse de manifiesto tanto en 
impugnación directa como indirecta, teniendo en 
cuenta, a su vez, la existencia de acción pública 
en materia urbanística, lo que abre más las posi-
bilidades impugnatorias.

b) En principio, cualquier vulneración de la nor-
mativa determinaría aquella sanción de nulidad. 
En unos casos puede ser la infracción de otros 
planes superiores (jerarquía normativa entre pla-
nes); en otro los defectos formales, entre los que 
ocupan un papel destacado la omisión de infor-
mes sectoriales de todo tipo, preceptivos y vincu-
lantes; las exigencias de evaluación ambiental, la 
falta de motivación en la memoria, problemas con 
la participación pública, incluso, la falta de publi-
cación de la normativa, entre otras. Lo importante 
es que cualquiera de los requerimientos que se 
esgriman, acarrearían aquella nulidad.

c) Si la nulidad afecta a un plan superior, tam-
bién quedan viciados de nulidad todos los planes 
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de desarrollo o derivados que se han aprobado 
para partes más pequeñas. De esta manera, si 
se anula el planeamiento general, ineludiblemen-
te ello afectará a los planes parciales, especiales 
o estudios de detalle que se hubieran aprobado.

d) Igualmente, si los planes son anulados, todos 
los actos administrativos que lo hubieran aplicado 
pierden su correspondiente cobertura normativa y 
son, igualmente, nulos. De este modo, si el plan 
parcial es anulado, también esa nulidad afecta-
rá al proyecto de urbanización, al instrumento de 
equidistribución (p. ej. reparcelación o proyecto 
de compensación), a la licencia de edificación o 
al correspondiente convenio urbanístico, por citar 
algunos actos urbanísticos característicos (nuli-
dad en cascada o actos encadenados).

e) Asimismo, al anularse un plan no sería posi-
ble aplicar las técnicas de subsanación o conva-
lidación (puesto que ello sólo se aplica a actos 
administrativos anulables). Igualmente, tampoco 
sería posible conservar los actos o trámites que 
se hubieran realizado, puesto que según esa ju-
risprudencia dicha técnica sólo está prevista para 
los actos administrativos, pero no para los regla-
mentos, naturaleza que tienen los planes.

f) En el caso particular de la falta de publicación 
del plan, se ha diferenciado dos situaciones. De 
una parte, si dicha publicidad afecta al instrumen-
to general (por ejemplo, el plan general de orde-
nación), ello determina la ineficacia del plan y no 
su nulidad. De otra parte, están aquellos planes 
de desarrollo o derivados que han sido aproba-
dos sobre la base de un planeamiento general no 
publicado. En este último supuesto, los mismos 
serían nulos de pleno derecho por infracción del 
principio de jerarquía normativa.

g) Cuando se anula el plan se produce la revivis-
cencia del planeamiento anterior al anulado. Es 
decir, la cláusula derogatoria del plan anulado no 
desplegaría efectos, volviendo a recuperar su vi-
gencia el planeamiento precedente.

h) Existen especiales cautelas para evitar que 
las medidas adoptadas con posterioridad a la 
sentencia anulatoria del plan impliquen un fal-
seamiento o incumplimiento del fallo, lo que de-
terminaría la nulidad absoluta de dicha actuación 
por aplicación del artículo 103.4 LJ. Ello impide 
que exista un especial deber de motivación cuan-
do se aprueba un planeamiento posterior para 
justificar que su función no es exclusivamente 
legalizar o convalidar lo declarado nulo, exigién-
dose que la modificación del planeamiento tenga 
una cobertura más amplia o responde a otros in-
tereses públicos diferentes a los exclusivos del 
plan anulado”.

1.2. Las causas más relevantes de la 
nulidad de pleno derecho
Diversas y variadas han sido las causas de la 
ilegalidad de los Planes Generales y de la ex-
presada nulidad de pleno derecho de las mis-
mas derivadas. La mayoría han sido causas que 
pudieran calificarse de materiales (evaluación 
ambiental inexistente o deficiente, ausencia de 
recursos hídricos, informes preceptivos, etc.), 
pero también se han realizado pronunciamien-
tos por motivos formales (muchos de los cuales 
han girado en torno a la audiencia pública).

1.2.1. En relación con las 
evaluaciones ambientales
Haciendo referencia a los pronunciamientos 
más recientes del Tribunal Supremo sobre la 
evaluación ambiental, debe dejarse constan-
cia del detallado estudio llevado a cabo por la 
STS 338/2022, de 16 de marzo, en la que se 
pone de manifiesto el origen comunitario de las 
posibilidades de los Estados miembros en su 
normativa interna en relación con la misma, así 
como de anteriores pronunciamientos del Tribu-
nal Supremo (con remisión concreta a la STS 
1006/2020, de 19 de julio), del Tribunal Cons-
titucional y del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea: 

“Debemos partir que la evaluación ambiental ha 
de enmarcarse en la política comunitaria sobre la 
protección del medio ambiente, en la búsqueda 
de un desarrollo sostenible a través de la conser-
vación y la utilización de la diversidad biológica. A 
esos efectos y con la finalidad de tener en cuenta 
esas consideraciones medioambientales, se es-
tablece la necesidad de la evaluación de impacto 
medioambiental en la preparación y adopción de 
aquellos programas y planes que puedan tener 
repercusiones significativas sobre el medioam-
biente, que deberán ser tenidas en cuenta al 
momento de la elaboración de los mencionados 
planes y programas, optando, una vez conocidos 
los efectos de las actuaciones pretendidas, por 
las opciones menos lesivas para esos intereses 
medioambientales.

A tales efectos se aprobó la Directiva 2001/42 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 
de junio de 2001, relativa a la evaluación de los 
efectos de determinados planes y programas en 
el medio ambiente (en adelante, Directiva), la 
cual, como es sabido, fue traspuesta en nuestro 
País con la promulgación de la Ley 21/2013, de 
9 de diciembre, de Evaluación Ambiental (en ade-
lante, LEA), en cuyo artículo primero se declara 
que la evaluación ambiental tiene por finalidad 
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garantizar un “elevado nivel de protección am-
biental, con el fin de promover un desarrollo sos-
tenible”, y a esos efectos se declara que dicha 
evaluación respecto de los planes, programas y 
proyectos que puedan tener efectos significativos 
sobre el medio ambiente”.

En esta misma línea se debe hacer referencia a 
la STS 1050/2021, de 19 de julio, en la que, la 
cuestión impugnada en la instancia había sido 
el Acuerdo Plenario del Ayuntamiento de Madrid 
de aprobación definitiva del denominado Plan 
Especial de Control Urbanístico Ambiental de 
Usos (PECUAU) para un edificio sito en la calle 
Hortaleza nº 63 de Madrid. La Sala de lo Con-
tencioso Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid había procedido –entre otros 
extremos– a su anulación por la ausencia, de 
la evaluación ambiental estratégica. La cuestión 
que se consideró con interés casacional obje-
tivo para la formación de jurisprudencia fue la 
siguiente:

“Si en atención al objeto, contenido y alcance del 
Plan Especial de Control Urbanístico Ambiental 
de Usos (PECUAU) previsto en la Normas 5.2.7 
y ss. de las Urbanísticas del Plan General de 
Ordenación Urbana de Madrid de 1997, debe en-
tenderse dicho Plan excluido del procedimiento 
de Evaluación Ambiental Estratégica,... ”.

El Tribunal Supremo mantuvo la nulidad del 
Plan Especial por el citado motivo de la ausen-
cia de evaluación ambiental:

“En previsión de esas competencias atribuidas a 
tales Ayuntamientos, el Plan General de Madrid 
regula, en sus Normas Urbanísticas y en relación 
a la protección del medio ambiente urbano, como 
instrumentos de planeamiento urbanístico estos 
PECUAU, dirigidos a valorar la incidencia que la 
implantación de determinados usos pueden tener 
sobre el medio ambiente urbano y sobre las ca-
racterísticas propias del ámbito en el que se lo-
calice, con carácter previo a la concesión de la 
licencia. A esos efectos, el Ayuntamiento aprobó 
la Instrucción 1/2015 relativa a las Regla sobre 
Tramitación de los Planes Especiales de Control 
Urbanístico-Ambiental de Usos (Boletín Oficial de 
la Comunidad de Madrid de 9 de marzo de 2015), 
en la que precisamente, por su propia finalidad, 
se les asigna a dicho planes la naturaleza de pla-
nes especiales, con las formalidades propias de 
tales instrumentos.

De lo expuesto hemos de concluir que el 
PECUAU que se impugna en este proceso cons-
tituye un auténtico instrumento de planeamiento 
de desarrollo, con naturaleza de Plan Especial. 
Ahora bien, no se cierra el debate suscitado en el 
recurso, en especial en el escrito de interposición 
por la defensa de la Corporación correcurrente. 

En efecto, lo que se suscita es que el conteni-
do del Plan de autos, por su escasa incidencia 
en las determinaciones que contiene, no puede 
considerarse propiamente como tal, de donde ter-
mina concluyendo que en este supuesto en con-
creto no era preceptiva la Evaluación Ambiental 
Estratégica (EAE).”.

 Por otra parte, en la STS 1084/2021, de 22 de 
julio (en relación con el PGOU de Chiclana de 
la Frontera) el Tribunal Supremo ha insistido en 
el necesario carácter anterior de la evaluación

“Conviene recordar que el artículo 15.1 del Texto 
Refundido de la Ley de Suelo de 2008 dispo-
ne que los instrumentos de ordenación territo-
rial y urbanística están sometidos a evaluación 
ambiental, de conformidad con lo previsto en la 
legislación de evaluación de los efectos de deter-
minados planes y programas en el medio ambien-
te y en el propio precepto.  

Esta previsión tiene como finalidad precisamen-
te adelantar la toma de decisión ambiental a la 
fase anterior a la aprobación del proyecto, confi-
gurando así la denominada Evaluación Ambiental 
Estratégica (EAE) como un instrumento de pre-
vención que permita integrar los aspectos am-
bientales en la toma de decisiones de planes y 
programas públicos. En consonancia con tal fi-
nalidad, la Ley, que incorpora al ordenamiento 
interno la Directiva 2001/42/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de junio de 2001, 
se inspira, como aquella, en el principio de cau-
tela y en la necesidad de protección del medio 
ambiente, garantizando que las repercusiones 
previsibles sobre el medio ambiente de las actua-
ciones inversoras sean tenidas en cuenta antes 
de la adopción y durante la preparación de los 
planes y programas en un proceso continuo, 
desde la fase preliminar de borrador, antes de 
las consultas, a la última fase de propuesta de 
plan o programa. Este proceso no ha de ser una 
mera justificación de los planes, sino un instru-
mento de integración del medio ambiente en las 
políticas sectoriales para garantizar un desarrollo 
sostenible más duradero, justo y saludable, que 
permita afrontar los grandes retos de la sosteni-
bilidad, como son el uso racional de los recursos 
naturales, la prevención y reducción de la conta-
minación, la innovación tecnológica y la cohesión 
social, finalidad que resulta de difícil consecución 
si se proyecta sobre realidades ya consolidadas.”

En esta misma línea se pronuncia la doctrina del 
TJUE. Destacamos la sentencia de 8 de mayo de 
2019, asunto C.305/2018, que en su parágrafo 
58, dice lo siguiente:

“Esta interpretación es corroborada, por una 
parte, por las exigencias que resultan del artícu-
lo 6 de la Directiva EEPP [Directiva 2001/42], en 
relación con los considerandos 15 a 18 de esta, 
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en la medida en que dicha Directiva tiene por ob-
jeto no solo contribuir a la protección del medio 
ambiente, sino también permitir la participación 
del público en el proceso de toma de decisiones. 
Por otra parte, como resulta del artículo 4, aparta-
do 1, de esta Directiva, “la evaluación medioam-
biental [...] se efectuará durante la preparación y 
antes de la adopción o tramitación por el proce-
dimiento legislativo de un plan o programa”. Del 
mismo modo, del artículo 6, apartado 2, de dicha 
Directiva resulta que la evaluación medioambien-
tal ha de realizarse lo antes posible a fin de que 
sus conclusiones puedan influir aún en eventua-
les decisiones. Es, en efecto, en tal fase en la que 
pueden analizarse las diferentes opciones y en la 
que se pueden tomar las decisiones estratégicas 
[véanse, en este sentido, las sentencias de 20 de 
octubre de 2011, Seaport (NI) y otros, C-474/10, 
EU:C:2011:681, apartado 45, y de 7 de junio de 
2018, Inter-Environnement Bruxelles y otros, 
C-671/16, EU:C:2018:403, apartado 63].” 

(...) La conclusión de cuanto llevamos expuesto 
no puede ser otra que la de ubicar la iniciación 
de la EAE en la fase preliminar de borrador del 
instrumento de planeamiento, en los términos in-
dicados en borrador del instrumento de planea-
miento, en los términos indicados en el art. 18 de 
la Ley 21/2013 sin que pueda deferirse tal inicia-
ción a un momento posterior de la tramitación del 
plan”

Por último, destacamos otro pronunciamiento 
reciente, llevado a cabo por la STS 490/2022, 
de 27 de abril, en la que el Tribunal Supremo 
(en relación con el Plan de Acción Territorial de 
la Infraestructura Verde del Litoral de la Comu-
nidad Valenciana y el Catálogo de Playas de la 
Comunidad Valenciana, PATIVEL) reitera la doc-
trina establecida en relación con el necesario 
estudio de alternativas:

“El estudio de alternativas que debe contener una 
evaluación ambiental estratégica de un plan de 
ordenación territorial, debe incluir, además de la 
referencia al alcance y contenido del plan pro-
puesto, aquellas alternativas razonables, técnica 
y ambientalmente viables, que tengan en cuen-
ta los objetivos y el ámbito territorial de aplica-
ción del plan o programa, con el fin de prevenir o 
corregir los efectos adversos sobre el medio am-
biente de la aplicación del plan o programa”. 

En el caso concreto que se resolvía, sin em-
bargo, el Tribunal Supremo, llevando a cabo un 
detallado examen del estudio de alternativas 
realizado llega a la conclusión de su suficiencia:

“Pues bien, una vez expuestos –en lo que ahora 
interesa– los aspectos tratados en el documento 
de evaluación ambiental y territorial estratégica y 
los términos en que ese examen medioambiental 

se ha realizado, la Sala no alberga duda alguna 
de que su contenido es suficiente y adecuado en 
función de los objetivos, el ámbito geográfico y te-
rritorial, y las determinaciones del PATIVEL.

Como antes dijimos, la Sala de instancia estimó 
que no se había tenido en cuenta la realidad ma-
terial del suelo afectado, sino solo aspectos eco-
nómicos, sin atender a aspectos ambientales, 
paisajísticos o territoriales, optando por la alter-
nativa que menos indemnizaciones generaba.

Sin embargo, el examen de los capítulos 10 a 13 
del documento de evaluación, parcialmente tran-
scritos y, singularmente, de los cuadros incluidos 
en el capítulo 10, evidencia que sí se ha llevado a 
cabo –en lo sustancial– el análisis de los efectos 
que el PATIVEL pudiera tener sobre los factores 
indicados en el artículo 5.1.a) de la Ley 21/2013 
y, del mismo modo, que la selección y análisis de 
las alternativas se ha ajustado a los requisitos le-
gales y a la doctrina jurisprudencial que hemos 
sentado en el Fundamento anterior”.

1.2.2. En relación con la suficiencia 
de los recursos hídricos
En la STS 1394/2020, de 23 de octubre, el Tri-
bunal Supremo ha recordado su doctrina sobre 
la acreditación de los recursos hídricos en el 
planeamiento urbanístico, cuya ausencia tam-
bién dio lugar a muchas nulidades de Planes 
Generales:

“... la exigencia de recursos hídricos suficientes y 
jurídicamente disponibles para abastecer las nue-
vas demandas previstas en el POUM, que en la 
sentencia de instancia se sustenta en la jurispru-
dencia de esta Sala que interpreta los arts. 25.4 
TRLA y 15.3 TRLS 2008, es una exigencia que 
deriva de unos preceptos de la legislación estatal 
dictados en ejercicio de competencias exclusivas 
del Estado (art. 149.1 22ª y 23ª CE) y que, por 
cuanto hemos expresado, condiciona o se impo-
ne a la planificación urbanística que compete a 
las Comunidades Autónomas, siendo, pues, pre-
ceptos directa, y no supletoriamente, aplicables.

(...) La tesis que sostiene el recurrente, que 
conduce, en definitiva, de forma inevitable, a la 
eliminación de la exigencia de suficiencia y dispo-
nibilidad de recursos hídricos que satisfagan las 
nuevas demandas previstas en el planeamiento, 
al no derivar este requisito –en su planteamiento– 
de la legislación autonómica y rechazar la aplica-
ción de los preceptos de la legislación estatal que 
lo imponen, es, además, dudosamente compati-
ble con el principio de desarrollo territorial y urba-
no sostenible contenido en el art. 2 TRLS 2008 
–precepto éste también dictado por el legislador 
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estatal al amparo de sus competencias exclusi-
vas, tal y como se refleja en la disposición final 
primera de dicha norma en la que se mencionan 
las contenidas en el art. 149.1.1ª, 13ª, 18ª y 23ª 
CE–, sin que sea necesario insistir en la inciden-
cia en la protección del medio ambiente y en otros 
valores constitucionales (v.gr. art. 47 CE) de una 
planificación de desarrollos urbanísticos que ten-
gan garantizada agua suficiente para los nuevos 
usos que se prevea implantar”.

1.2.3. En relación con las exigencias 
económicas de los Planes Generales
En la ya citada STS 490/2022, de 27 de abril, el 
Tribunal Supremo (en relación con el denomina-
do PATIVEL de la Comunidad Valenciana) tam-
bién realiza una apretada síntesis sobre estas 
cuestiones económicas que, por decisión nor-
mativa, cada vez cobran mayor relevancia en el 
ámbito del planeamiento.

La STS recuerda una línea jurisprudencial (SSTS 
296/2016, de 12 de febrero, RC 3054/2014, o 30 
de marzo de 2015 (RC 1587/2013), que había 
venido distinguiendo conceptualmente el estu-
dio económico-financiero y el informe de soste-
nibilidad económica:

“Conviene aclarar que el concepto de sostenibilidad 
económica a que se refiere el legislador estatal en 
el artículo 15.4 del Texto Refundido de la Ley de 
Suelo no debe confundirse con el de viabilidad eco-
nómica, más ligado al sentido y finalidad del estu-
dio económico-financiero, sino que va relacionado 
con dos aspectos distintos como son, por un lado, 
la justificación de la suficiencia del suelo produc-
tivo previsto y, por otro, el análisis del impacto de 
las actuaciones previstas en las Haciendas de las 
Administraciones Públicas intervinientes y recepto-
ras de las nuevas infraestructuras y responsables 
de los servicios resultantes.

Por otra parte, desde una perspectiva temporal el 
informe de sostenibilidad económica ha de con-
siderar el coste público del mantenimiento y con-
servación de los nuevos ámbitos resultantes en 
función de los ingresos que la puesta en carga de 
la actuación vaya a generar para las arcas de la 
Administración de que se trate. Es decir, mientras 
el estudio económico-financiero preverá el coste 
de ejecución de la actuación y las fuentes de fi-
nanciación de la misma, el análisis de sostenibili-
dad económica no se ha de limitar a un momento o 
período temporal limitado, sino que ha de justificar 
la sostenibilidad de la actuación para las arcas pú-
blicas desde el momento de su puesta en marcha 
y en tanto siga generando responsabilidad para la 
Administración competente respecto de las nuevas 
infraestructuras y servicios necesarios.

En definitiva, el Estudio Económico debe demos-
trar la viabilidad económica de una intervención 
de ordenación detallada en un Sector o ámbito 
concreto y el informe o memoria de sostenibili-
dad económica debe garantizar analíticamente 
que los gastos de gestión y mantenimiento de 
las infraestructuras y servicios en ese Sector o 
ámbito espacial pueden ser sustentados por 
las Administraciones públicas, en especial la 
Administración local competente en la actividad 
urbanística”.

Pues bien, el Tribunal Supremo confirma que la 
citada doctrina se había producido al amparo de 
lo previsto en el artículo 15.4 del TRLS de 2008, 
pero que debía considerarse vigente en la ac-
tualidad, dado que también el artículo 22.4 del 
TRLS de 2015 condiciona la exigibilidad de la 
inclusión de un informe o memoria de sostenibi-
lidad económica a que se trate de “instrumentos 
de ordenación de las actuaciones de transfor-
mación urbanística”. Aplicando la doctrina al su-
puesto de autos se llegaba a la conclusión de 
que, al no estar ante un instrumento de trans-
formación directa e inmediata, sino ante un ins-
trumento de ordenación de carácter estratégico, 
cuyas determinaciones habrán de desarrollarse 
después por medio de las distintas figuras de 
planeamiento previstas en la correspondiente 
normativa de aplicación, no cabría exigir en el 
supuesto enjuiciado el referido informe de soste-
nibilidad económica, conclusión a la que la Sala 
ya había llegado en la anterior STS 197/2020, 
de 14 de febrero (RC 7649/2018).

En relación, en segundo lugar, con la exigibili-
dad del estudio económico-financiero, la STS 
recuerda la jurisprudencia que apuntan a la “exi-
gibilidad del estudio económico financiero en 
toda clase de instrumentos de ordenación ur-
banística” (STS 725/2016, de 31 de marzo (RC 
3376/2014), citada en el auto de admisión, la 
cual, sin embargo, considera que no resulta de 
aplicación a supuestos como el de autos “por-
que no estamos ante un instrumento de orde-
nación urbanística, categoría a la que se refiere 
dicha sentencia, sino ante un instrumento de or-
denación territorial, conceptualmente diferencia-
ble de aquél”.

Pero, no obstante ello, la citada excepción no 
significa que pueda prescindirse absolutamen-
te de toda previsión referida al coste económi-
co que pudiera comportar la aprobación de un 
instrumento de ordenación territorial, pues, en 
definitiva, en último término la naturaleza regla-
mentaria de éste exigiría tal previsión, como re-
cuerda la STS 886/2020, de 29 de junio (RC 
113/2019), con base en lo establecido en el ar-
tículo 26.3 de la Ley 50/1997, de 27 de noviem-
bre, del Gobierno, sobre la elaboración de las 
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normas reglamentarias, en la que se llegaba a 
la conclusión siguiente:

“En cuanto a la memoria económica, es cierto 
que no cabe exigir una ponderación detallada y 
exacta de todos los costes que pueda suponer 
el reglamento, pues se trata de datos cuya com-
pleta determinación puede resultar imposible en 
el momento de aprobarse aquél, pero al menos 
es preciso la elaboración de una estimación apro-
ximada que tenga en cuenta las variables que 
puedan producirse. Esta Sala ha considerado 
aceptables memorias económicas en las que se 
afirma que el reglamento en cuestión no tendría 
incidencia en el gasto público (...) si la parte recu-
rrente no ha acreditado que aquella apreciación 
era incorrecta (...), de donde resultaría la nulidad 
de la disposición si habiendo afirmado la memoria 
que el proyecto no tiene incidencia sobre el gasto 
público el recurrente hubiera probado lo contrario 
o cuando no existe memoria económica.”

Por tanto, con independencia de la denomina-
ción formal que se asigne a esa previsión del 
impacto económico de la norma reglamentaria 
(sea memoria económica o, en su caso, estu-
dio económico-financiero, o cualquier otro), de 
la doctrina expuesta en la citada sentencia se 
deduce con nitidez que lo verdaderamente rele-
vante es que se incorporen a su contenido los 
datos y elementos suficientes en relación con 
las determinaciones de dicha norma para poder 
efectuar, razonablemente, una estimación apro-
ximada del impacto económico que, en su caso, 
podría tener la aprobación de la citada norma 
reglamentaria, fijando la siguiente doctrina:

“La doctrina sentada en la sentencia nº. 725/2016, 
de 31 de marzo, no es aplicable a supuestos 
como el que ahora examinamos, precisamente 
porque no estamos ante un instrumento de orde-
nación urbanística, categoría a la que se refiere 
dicha sentencia, sino ante un instrumento de or-
denación territorial, conceptualmente diferencia-
ble de aquél.

Sin perjuicio de lo anterior, dada la naturaleza re-
glamentaria de los planes de ordenación territo-
rial, como el PATIVEL, en su tramitación deberá 
incorporarse una previsión suficiente del impacto 
económico que, en su caso, pudiera derivarse di-
rectamente de la aprobación de la norma regla-
mentaria, atendiendo al contenido material de 
sus determinaciones”. 

1.2.4. En relación con el impacto de 
género
El primer pronunciamiento del Tribunal Supre-
mo sobre la exigencia del informe de impacto 

de género tuvo lugar en la STS de 6 de octu-
bre de 2015, en la que, además de otro motivo 
(ausencia de respuesta a las alegaciones), pro-
cedió a anular el Plan de Ordenación Territorial 
Occidental de la Costa del Sol, también, por la 
ausencia de Informe de impacto de género. Con 
cita de la normativa andaluza respecto de tal in-
forme se señalaba:

“Aunque este precepto careciese de vigencia al 
tiempo de aprobarse el Plan de Ordenación, es 
revelador de la lógica inherente a la exigibilidad 
de cualquier informe preceptivo, por lo que esta 
Sala no comparte la tesis de la Administración 
autonómica demandada relativa a que, como no 
existen en dicho Plan determinaciones con in-
cidencia en materia de género, resultaba inne-
cesario el informe de evaluación de impacto de 
género, ya que sería en el informe a emitir donde 
se debería explicar tal circunstancia, lo que, ade-
más, podría ser objeto de controversia, que no se 
ha podido suscitar al faltar el preceptivo informe 
atendido el carácter reglamentario o de disposi-
ción de carácter general del Plan de Ordenación 
impugnado, lo que implica, por las razones ya ex-
presadas al examinar el otro vicio procedimental 
denunciado, la nulidad radical de la norma recu-
rrida... ”.

Este criterio, por no resultar de aplicación su-
pletoriamente la norma estatal, no sería, sin 
embargo, el que se mantuvo en las posterio-
res sentencias del Tribunal Supremo en rela-
ción con la Comunidad Autónoma de Madrid 
(SSTS 1750/2018, de 10 de diciembre, RCA 
3781/2017, posteriormente ratificada por la STS 
426/2020, de 18 de mayo, RC 5919/2017, asun-
tos Boadilla del Monte; y 1375/2020, de 21 de 
octubre, RC 6895/2018, asunto Wanda Metro-
politano); Valencia (la citada STS 490/2022, de 
27 de abril); o Galicia (STS 170/2022, de 11 de 
febrero, RC 1070/2020).

1.2.5. En relación con aspectos 
formales (ausencia de respuesta a 
las alegaciones) 
En la también citada STS de 6 de octubre de 
2015, RC 2676, se afrontó, ratificando anterior 
doctrina la sanción de nulidad por la ausencia 
de respuesta a las alegaciones formuladas en el 
período de audiencia pública del planeamiento:

“... el trámite de audiencia, al igual que el recurso 
administrativo, tiene como finalidad permitir al in-
teresado hacer valer frente a la Administración las 
alegaciones y pruebas que puedan ser útiles para 
sus derechos sin necesidad de afrontar los gas-
tos y gravámenes de un proceso jurisdiccional; y, 
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por ello, la eventual posibilidad de acudir a este 
último proceso no dispensa a la Administración 
de su obligación de ofrecer y hacer efectivo aquel 
trámite, y, en consecuencia, el proceso jurisdic-
cional puede entablarse también con la exclusi-
va finalidad de denunciar esa omisión del trámite 
de audiencia y de reclamar que se declaren las 
consecuencias invalidantes que por ello puedan 
resultar procedentes para la actuación adminis-
trativa de que se trate. Por lo cual, el proceso 
jurisdiccional instado con esa sola finalidad no 
comporta la necesaria subsanación de la invali-
dez e indefensión que se haya producido en la 
vía administrativa como consecuencia de la omi-
sión del trámite de audiencia.

En definitiva, como esta Sala del Tribunal 
Supremo ha declarado, (que) la falta de respues-
ta a las alegaciones presentadas en el trámite de 
información pública equivale a la privación del de-
recho de audiencia, lo que supone la omisión de 
un trámite esencial del procedimiento, ya que el 
exacto cumplimiento de dicho trámite de informa-
ción pública requiere no sólo la mera formaliza-
ción y recepción de las diversas alegaciones de 
los interesados sino su atenta lectura y contesta-
ción específica sobre las razones que lleven a la 
aceptación o rechazo de tales alegaciones, y ex-
clusivamente así cabe tener por cumplido el trá-
mite de información pública destinado a posibilitar 
la participación pública en la elaboración del pla-
neamiento, requisitos formales que se omitieron 
en la tramitación y aprobación del Plan,... razón 
por la que, conforme a lo establecido en el artículo 
62.2 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, en relación con lo dispues-
to en los artículos 68.1.b), 70.2, 71.1.a) y 72.2 de la 
Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
el referido Plan de Ordenación del Territorio es 
nulo de pleno derecho... ”

2. La vía de la proporcionalidad

2.1. El principio de proporcionalidad 
en el ámbito urbanístico
El principio de proporcionalidad puede ser con-
siderado como el conjunto de criterios o herra-
mientas que permiten medir y sopesar la licitud 
de todo género de límites normativos de las li-
bertades, así como las de cualesquiera inter-
pretaciones o aplicaciones de la legalidad que 
restrinjan su ejercicio, desde un concreto perfil o 
punto de mira: el de la inutilidad, innecesaridad 
y desequilibrio del sacrificio. Se trata, pues, de 
un instrumento de mesura y prudencia en las 

limitaciones de todo género que puedan sufrir 
los derechos y libertades. La lógica y fundamen-
tación del concepto se encuentra en que toda 
restricción de un derecho debe obedecer a la 
razonabilidad de la medida y estar justificada en 
una serie de criterios objetivos que permitan el 
sacrificio en aras de una finalidad legítima y lo 
suficientemente relevante como para superar la 
ponderación de los intereses en juego.

Aunque el mismo no aparezca recogido de 
modo expreso como instrumento de interpreta-
ción y resolución de conflictos, puede deducirse 
de las siguientes normas internacionales: 

a)  En el artículo 29.2 de la Declaración Uni-
versal de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano de 10 de diciembre de 1948.

b)  En el Convenio Europeo de Derechos Hu-
manos de 4 de noviembre de 1950.

c)  En los Protocolo adicional 1º (relativo a la 
propiedad) y 4º del mismo Convenio.

d)  En la Carta Social Europea de 18 de octu-
bre de 1961.

e)  En el Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos de 16 de diciembre de 1966. 

Pues bien, con esta base normativa se ha ido 
construyendo toda una doctrina a nivel interna-
cional relativa al principio de proporcionalidad, 
como consecuencia de las resoluciones ema-
nadas del TEDH y del TJUE y, referido en todo 
caso, al ámbito de aplicación de los derechos 
fundamentales. Desde la perspectiva del proce-
so de integración europea, el principio de pro-
porcionalidad es un principio base del sistema 
que, junto al principio de subsidiariedad, rige el 
ejercicio de competencias por parte de la Unión 
Europea y de sus instituciones, y, en concreto, 
el artículo 5.4 del Tratado de la Unión Europea 
establece que “en virtud del principio de propor-
cionalidad, el contenido y la forma de la acción 
de la unión no excederán de lo necesario para 
alcanzar los objetivos de los tratados”.

El Tribunal Supremo no ha sido ajeno a la apli-
cación de este principio, y, –entre otros mu-
chos conflictos urbanísticos– lo ha tomado en 
consideración a la hora de proceder a la inter-
pretación del polémico artículo 108.3 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la ju-
risdicción contencioso-administrativa (LRJCA), 
introducido por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 
de julio. El Tribunal Supremo se refiere al prin-
cipio de proporcionalidad, señalando que con 
esta modalidad de ejecución de sentencia el le-
gislador ha pretendido 
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“... dotar al juez, una vez acreditada la necesi-
dad, adecuación y proporcionalidad de la demo-
lición, de determinados poderes en orden a que 
dicha demolición no haya de causar efectos irre-
parables en los terceros adquirentes de buena fe. 
Esto es, mientras el art. 105 lo que prevé son su-
puestos de inejecución de sentencias por causas 
legales o materiales, el art. 108.3 se sitúa en un 
momento posterior del proceso de ejecución, en 
cuanto se incluye en un precepto que recoge los 
poderes del juez para que la ejecución se lleve a 
efecto, con lo cual se convierte en una fase más 
de la ejecución, pero nunca en un impedimento, 
ni siquiera temporal para la ejecución de la sen-
tencia.

Consecuentemente se ha de entender que lo que 
hace la norma no es regular un obstáculo a la eje-
cución, sino añadir un deber de hacer en la eje-
cución de estos fallos. Al deber de demoler, se 
une el de garantizar los perjuicios que puedan 
derivarse para los adquirentes de buena fe. En 
caso de no hacerlo, el juez debe ocuparse de que 
así sea, adoptando medidas de coerción y exi-
giendo responsabilidades de todo tipo, hasta que 
se haya constituido la garantía, voluntariamente 
o de forma forzosa, esto es el juez deberá, den-
tro del mismo proceso de ejecución de la senten-
cia de demolición, ir resolviendo paralelamente 
sobre estas cuestiones, teniendo como objetivo 
final conseguir la restauración del orden jurídico 
alterado, finalidad conforme al interés público que 
el proceso demanda, sin perjuicio de la tutela de 
los intereses privados que puedan verse concer-
nidos”.

2.2. El principio de proporcionalidad 
en las declaraciones de nulidad de 
los Planes Generales
Lo cierto, sin embargo, ha sido que la expre-
sada consecuencia jurisdiccional de la irremi-
sible nulidad de pleno derecho de los Planes 
Generales por el incumplimiento de la normati-
va urbanística –y de la jurisprudencia que la in-
terpretaba–, ha dado lugar a una reacción, por 
parte de la gran mayoría de la doctrina jurídica 
especializada así como por parte de los exper-
tos en planeamiento, que ha concluido con el 
casi unánime parecer de considerar la expre-
sada consecuencia jurídica –de la nulidad de 
pleno derecho–, como desproporcionada. El 
diagnóstico de la situación creada ha sido cla-
ramente expuesto en la mayoría de los foros 
universitarios y docentes especializados y, por 
otra parte, el malestar en los ámbitos municipa-
les afectados ha sido evidente.

3. Los avances jurisprudenciales: la 
modulación de la nulidad
Ante la paralización normativa, salvo algunos in-
tentos autonómicos, el Tribunal Supremo ha te-
nido la oportunidad de replantearse algunos de 
los anteriores pronunciamientos. Así, ha abierto 
nuevas perspectivas que, en ciertos casos, po-
drían conducir a pronunciamientos de nulidad de 
no tanta intensidad como los reseñados. Como 
es obvio, desde una perspectiva jurisdiccional, 
no resulta posible afectar a categorías o con-
ceptos jurídicos esenciales en el derecho admi-
nistrativo como la nulidad de pleno derecho, la 
anulabilidad o las disposiciones de carácter ge-
neral. Y tal afectación conceptual mucho menos 
podría llevarse a cabo en un ámbito concreto de 
derecho administrativo, como el derecho urba-
nístico, ni, más en concreto, reinterpretar tales 
conceptos en relación exclusiva con los instru-
mentos de planeamiento.

Pero, sin duda, el inicio de la citada “apertura” 
jurisprudencial ha constituido una invitación al 
Poder legislativo para afrontar la situación nor-
mativa procedimental, y jurisdiccional, sobre la 
tramitación y el control del planeamiento urba-
nístico en general.

Estos pronunciamientos del Tribunal Supremo 
han sido los siguientes: 

3.1. Plan General de Yaiza 
(Lanzarote): la nulidad parcial del 
PGOU
En la STS 569/2020, del 27 de mayo, se afrontó 
la impugnación del denominado Plan General 
de Ordenación Urbana Supletorio del munici-
pio de Yaiza, en la isla de Lanzarote. En ella se 
había deducido una pretensión de declaración 
de nulidad de pleno derecho como consecuen-
cia de la omisión procedimental de los informes 
preceptivos exigidos por la Ley de Costas. 

La sentencia lleva a cabo, con carácter previo, 
una exhaustiva exposición de la doctrina del 
Tribunal Supremo sobre la cuestión debatida, 
para responder a continuación al aspecto que 
presentaba interés casacional objetivo para la 
formación de jurisprudencia, y que había sido 
formulado en el sentido de si los vicios de pro-
cedimiento esenciales en la elaboración de los 
Planes de Urbanismo comportan siempre una 
respuesta de la nulidad de pleno derecho, y de 
todo el Plan impugnado, sin posibilidad de sub-
sanar el vicio apreciado a los efectos de man-
tener la vigencia del Plan. En síntesis, hasta el 
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momento la respuesta del Tribunal Supremo 
venía siendo, como se ha expresado, la de la 
nulidad de pleno derecho, con efectos ex tunc y 
sin posibilidad de subsanación.

La STS, sin embargo, introduce un matiz signifi-
cativo: que no obstante la anterior y clásica doc-
trina de la nulidad de pleno derecho, en aquellos 
supuestos en que el vicio apreciado para la de-
claración de nulidad pueda individualizarse res-
pecto de un determinado ámbito territorial del 
Plan, o respecto de concretas determinaciones, 
sin que tenga relevancia alguna respecto del 
resto de ese ámbito territorial, puede declarar-
se la nulidad del Plan solo respecto de esas de-
terminaciones, sin que ello autorice a considerar 
la nulidad de pleno derecho subsanable con la 
retroacción del procedimiento (que había sido la 
solución adoptada por la sentencia de instancia 
recurrida).

Es evidente que el Tribunal Supremo se expre-
sa con cautela, pues sigue afirmado la regla 
general de la declaración de nulidad del Plan, 
en la medida en que esta no puede realizarse 
por áreas o sectores sin que, al mismo tiempo, 
se vean afectados los restantes en las deter-
minaciones generales que comporta el planea-
miento, salvo que pudiera individualizarse una 
concreta zona o sector, o unas determinaciones 
de igual naturaleza. Por ello, la doctrina que se 
fija es la siguiente:

1.   Los vicios de procedimiento esenciales en 
la elaboración de los Planes de Urbanismo 
comportan la nulidad de pleno derecho de 
todo el Plan impugnado, sin posibilidad de 
subsanar el vicio apreciado a los efectos de 
mantener la vigencia del Plan. 

2.   No obstante, en aquellos supuestos en que 
el vicio apreciado para declarar nulidad 
pueda individualizarse respecto de un ám-
bito territorial acotado del Plan o concretas 
determinaciones, sin que tenga relevancia 
alguna respecto del resto de ese ámbito 
territorial, puede declararse la nulidad del 
Plan para esas concretas determinaciones, 
sin que ello autorice a considerar la nuli-
dad de pleno derecho subsanable con la re-
troacción del procedimiento.

3.2. Plan Especial de Control 
Urbanístico de Madrid 
En la misma línea de superación de la estricta 
línea jurisprudencial, destaca la doctrina conte-
nida en la STS 1050/2021, del 19 de julio, ya 

citada, ahora en relación con el informe del Or-
ganismo de Cuenca sobre disponibilidad de re-
cursos hídricos. Lo impugnado en la instancia 
había sido el Acuerdo Plenario del Ayuntamiento 
de Madrid de aprobación definitiva del PECUAU 
para un edificio sito en la calle Hortaleza, 63, 
de Madrid. 

Aunque, como ya se ha expresado el Tribunal 
Supremo mantuvo la nulidad del Plan por la 
ausencia de evaluación ambiental, sin embar-
go, la rechazó por la falta del informe de dis-
ponibilidad de recursos hídricos, exigido por el 
artículo 25. 4.º del texto refundido de la Ley 
de Aguas, así como por el artículo 22. 3.º a 
del TRLS15, cuya ausencia había considerado 
causa de nulidad la Sala de instancia, de con-
formidad con la jurisprudencia del Tribunal Su-
premo (citándose como representativa la STS 
1394/2020, del 23 de octubre). En todo caso, 
el Tribunal Supremo recuerda que la jurispru-
dencia continuada y tradicional de la nulidad de 
pleno derecho había sido matizada por la STS 
206/2021, del 16 de febrero, referida, como en 
el supuesto enjuiciado, a una actuación urba-
nística de no excesiva incidencia en la planifi-
cación general de la ciudad de Madrid, y en la 
que ya se había tomado en consideración la 
relevancia de la disponibilidad de recursos hí-
dricos. Esto es, que, en supuestos de escasa 
relevancia, resultaba inaceptable la interpreta-
ción del Tribunal de Madrid.

Frente a ello, y en la línea abierta en la citada 
STS 206/2021, se afirma: 

“... es necesario que el planificador, a la hora de 
cometer la elaboración del correspondiente ins-
trumento de planeamiento, tome en considera-
ción, entre las múltiples facetas que la normativa 
urbanística y sectorial impone, dos circunstan-
cias con carácter primario que han de condicio-
nar toda la configuración del planeamiento: el 
terreno sobre el que actúa y el uso que de este 
se pretende cuando esté orientado a una activi-
dad urbanizadora; de tal forma que con base en 
esas primarias previsiones, no solo puede, sino 
que debe establecer el cálculo, la previsibilidad 
del consumo de un elemento esencial para ese 
asentamiento humano como es el agua, sea per-
manente (uso residencial) u ocasional, como es 
el terciario, como es el caso de autos. Y en fun-
ción de esas previsiones ha de solicitar el precep-
tivo informe del Organismo de Cuenca, cuando 
se prevea un aumento de recursos hídricos.

Ahora bien, en la medida en que la disponibilidad 
de recursos hídricos ha de constituir una exigen-
cia del planeamiento general, cuando en los pla-
nes de desarrollo no exista una previsión de un 
aumento de recursos hídricos de los que ya estu-
vieran previstos en aquel planeamiento, deja de 



Estudios La nulidad del planeamiento urbano desde la experiencia del Tribunal  Supremo 
R. Fernández-Valverde

CIUDAD Y TERRITORIO ESTUDIOS TERRITORIALES 710

tener sentido ese informe porque, si la finalidad 
del informe del Organismo de Cuenca es garan-
tizar la existencia y disponibilidad de agua, debe-
rá concluirse que esa garantía ha de calcularse 
en términos generales y no particularizando las 
distintas zonas de desarrollo del planeamiento 
general, sino para toda la ciudad, es decir, para 
todas las previsiones del planeamiento general; 
entre otras cosas porque sería inútil ese cálculo 
parcial, en cuanto pueden existir zonas con au-
mentos y otras con disminución, lo que obligaría 
a una casi imposible determinación, nunca defini-
tiva, en el cálculo del agua que el Organismo de 
Cuenca debe prever para el abastecimiento de 
poblaciones, que es un uso preferente (artículo 
60 del TRLA)....

(...) Lo que se quiere concluir es que la población 
a que atiende el planeamiento ha de quedar fi-
jada en el planeamiento general y que respecto 
de este es como ha de garantizarse la existencia 
y disponibilidad de los recursos hídricos, por lo 
que será en relación con este planeamiento ge-
neral, y atendiendo a sus previsiones, como ha 
de obtenerse esa información de los Organismos 
de Cuenca, que el cuestionado informe compor-
ta. Por tanto, será el planeamiento general el que 
requiere dicho informe.

Pero la idea esencial de que el Plan es un todo, 
que requiere una necesaria coherencia interna y 
unos identificables principios ordenadores, sigue 
siendo un elemento fundamental de todo ins-
trumento de planeamiento que no puede desa-
parecer. Sin ello, este instrumento carecería de 
sentido y, sencillamente, desaparecería.

Este parece ser un límite final del planeamiento, 
y en él ha insistido el Tribunal Supremo. Se trata 
de una idea esencial que debe continuar y per-
manecer, incluso, en supuestos de intervencio-
nes normativas ya ensayadas, en las que se ha 
distinguido, dentro del Plan, entre elementos es-
tructurales o esenciales y meros elementos com-
plementarios o accesorios. Aun en presencia de 
esta posibilidad regladora, la idea de integridad y 
coherencia interna, sin ningún género de dudas, 
debe continuar”. 

3.3. Plan General de El Puerto 
de Santa María: su integridad y 
coherencia
De continuar la pasividad normativa, el Tribunal 
Supremo irá buscando otras soluciones como 
las que se acaban de exponer. Creemos que 
en ellas la tan criticada nulidad de pleno dere-
cho acabará siendo jurídicamente arrinconada 
por la vía de la modulación o matización juris-
prudencial, de conformidad con interpretaciones 

ajustadas a los principios de cautela, pondera-
ción o proporcionalidad. 

Pues bien, esta idea es de la que ha dejado 
constancia el Tribunal Supremo, como elemento 
imprescindible del planeamiento, como elemen-
to de cohesión interna, o como elemento aglu-
tinador del Plan. Esto es, que en modo alguno 
se podrá eludir el cumplimiento de otro elemen-
to esencial del Plan: su principio de coherencia 
interna o integridad, como siempre ha exigido la 
jurisprudencia. La coherencia interna, visible e 
identificable al examinarse su motivación y nor-
mativa, se convierte en un aspecto imprescin-
dible, identificador o aglutinador del Plan y en 
expresión de su esencia. Dicho de otro modo, 
de lo que de verdad quiere y desea una colecti-
vidad debidamente representada para organizar 
su ciudad en el futuro. 

Así lo ha dicho la clásica jurisprudencia urbanís-
tica del Tribunal Supremo, y así lo ha recorda-
do hace poco en la sentencia anulatoria de otro 
Plan General: el de El Puerto de Santa María 
(STS 748/2021, del 27 de mayo). La cuestión 
que se consideró contaba con interés casacio-
nal objetivo en el recurso de casación planteado 
contra la declaración de nulidad decretada por 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía (sede 
de Sevilla). Fue la siguiente: 

“... determinar si, atendidas las circunstancias del 
caso y la normativa de aplicación, podía la sala 
de instancia apreciar, como causa de nulidad de 
las disposiciones impugnadas, la falta de integri-
dad del plan por su aprobación mediante actos 
sucesivos, cuyo resultado final difiere radicalmen-
te del inicialmente propuesto por el Ayuntamiento 
y afectando a aspectos sustanciales y estructu-
rales, y, en su caso, cuál ha de ser el alcance de 
tales deficiencias”.

En esta sentencia, el Tribunal Supremo reitera 
la línea jurisprudencial expresiva de que, en ar-
monía con los principios de autonomía munici-
pal y eficacia de la actuación administrativa, la 
jurisprudencia se había mostrado partidaria de 
admitir la posibilidad de que los planes urbanís-
ticos fueran aprobados de modo definitivo en 
forma parcial, pero siempre que la solución re-
sultante mantuviera coherencia “cualquiera que 
sea la decisión que se adopte respecto a aque-
llos extremos que no se aprueben”.

Tras recordar que tal posibilidad de aprobación 
parcial ha sido acogida por las normas autonó-
micas, expone la clásica doctrina contenida en 
la STS del 23 de junio de 1992: 
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“Puede, pues, concluirse que, aunque los arts. 
41.3 del texto refundido y 132.3 del Reglamento 
de Planeamiento no contemplen expresamen-
te la posibilidad de la aprobación definitiva par-
cial, esta resulta, en principio, una alternativa 
perfectamente lícita, en cuanto que armoniza 
plenamente con las exigencias tanto del interés 
público, que demanda celeridad, como de la au-
tonomía municipal, que reclama el mayor respeto 
para la voluntad municipal.

 [... ] Pero naturalmente esta conclusión plan-
tea inmediatamente el problema de determi-
nar si esa aprobación definitiva parcial cabe 
siempre o solamente en determinados supues-
tos. Objetivamente, los Planes Generales de 
Ordenación Urbana implican un modelo territorial 
coherente cuya estructura fundamental queda 
definida por un conjunto de elementos [... ] que 
se fijan en atención a la población prevista en el 
Plan en su conjunto. Cuando los obstáculos que 
impiden la aprobación definitiva no afectan a ese 
modelo territorial fundamental, que subsiste en 
sus líneas definidoras, cabrá una aprobación de-
finitiva parcial. Resultará, así, viable esta siempre 
que la solución resultante mantenga coherencia, 
cualquiera que sea la decisión que se adopte res-
pecto de aquellos extremos que no se aprueban.

Subjetivamente la coherencia del Plan general 
forma parte de lo querido por la voluntad munici-
pal. Habrá que preguntarse si esta hubiera queri-
do también lo que en definitiva se aprueba sin lo 
que se rechaza”.

Por tanto, en modo alguno pueden existir dudas 
acerca de la aprobación de los planes de forma 
parcial, pero con un límite: cuando ello no afec-
te al modelo territorial fundamental que debe 
subsistir en sus líneas definidoras en la parte 
aprobada, de forma que la solución resultante 
mantenga coherencia. Esto es, que resulta posi-
ble dejar de ordenar algún sector o polígono del 
municipio, pero siempre que ello no afecte a los 
principios básicos del Plan, no altere tales prin-
cipios sustanciales ni cambie las directrices bá-
sicas del Plan, que deben mantenerse formando 
un todo armónico, coherente e identificable. Por 
ello, el Tribunal Supremo señala en relación con 
el Plan General anulado: 

“No se ajusta, por lo tanto, a esta doctrina juris-
prudencial una aprobación definitiva parcial de 
un plan general en la que los obstáculos a su 
aprobación total afecten a aspectos sustanciales 
y estructurales que alteren el modelo territorial 
aprobado provisionalmente por el Ayuntamiento, 
y que dé lugar a sucesivas correcciones parcia-
les en sus determinaciones con las consiguien-
tes y también sucesivas publicaciones parciales 
de su contenido normativo rectificado, producien-
do un resultado final que difiera radicalmente del 

inicialmente propuesto por el Ayuntamiento en 
aspectos sustanciales, en detrimento de la nece-
saria coherencia e integridad que exige el diseño 
general de la ordenación de todo el territorio mu-
nicipal al que objetivamente responden los pla-
nes generales [... ]. 

Y cuando se dan las circunstancias que acaba-
mos de describir, la consecuencia no puede ser 
otra que la nulidad de pleno derecho del plan así 
aprobado en la medida en que ni se mantiene el 
modelo de ciudad decidido por el Ayuntamiento 
en el ejercicio de su autonomía municipal (arts. 
137 y 140 CE y art. 25 LBRL) ni los ciudadanos 
pudieron pronunciarse (art. 4.e/ TRLS 2008, y art. 
5.e/ del TRLS 2015) sobre el distinto modelo de 
ciudad que resulta de dicho proceso de aproba-
ción sucesiva y fragmentaria”.

Esta doctrina sería también reiterada por la STS 
1084/2021, de 22 de julio (en relación con el 
PGOU de Chiclana de la Frontera).
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